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Los mínimos éticos como propuesta filosófica para garantizar los derechos de las víctimas
en el marco de la justicia transicional

Ethical minimums as a philosophical proposal to guarentee the rights of victims in the
context of transitional justice

Javier David Ortiz Carreño, agosto de 20191

Resumen: En esta investigación se va a desarrollar el concepto de los mínimos éticos como
propuesta filosófica para garantizar los derechos de las víctimas en el marco de la justicia
transicional (JT), para este propósito, se van a analizar concepciones relevantes que ha elaborado
el filósofo alemán Jürgen Habermas, en especial, las realizadas en el libro La inclusión del otro.
Estudios de teoría política (Habermas, 1999), también se van a analizar producciones teóricas que
el filósofo colombiano y defensor de derechos humanos Pablo de Greiff2 ha hecho acerca de la
justicia transicional basándose en postulados de Habermas; aunque el análisis se centra en las
posturas de Habermas y De Greiff, por la tradición de estos autores de comparar sus reflexiones
intelectuales con otros aportes desde la retórica de la filosofía política y por la misma característica
amplia de la JT y de los derechos humanos, esta investigación se complementará con otros
elementos puntuales a favor de los mínimos éticos.
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Los mínimos éticos que surjan del análisis teórico serán susceptibles de ser discutidos como
propuesta filosófica en procesos de negociación política para la superación de conflictos armados,
tienen la pretensión del concepto de universalidad que plantea Habermas y que De Greiff asocia a
la teoría del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, dado que las afectaciones para las
víctimas son las mismas en cualquier contexto y deben ser reparadas por igual en su condición de
ciudadanos perjudicados.
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Planteamiento general

La justicia transicional (JT) es un modelo de justicia por medio de la cual es posible aportar
elementos formales para la superación política de un conflicto armado, contribuyendo a la
estabilización de la paz o de la democracia -según sea el caso-. Este modelo de justicia debe
procurar de manera determinada la protección de los derechos humanos de las víctimas después de
un periodo de inestabilidad constitucional causado por la guerra.

La JT posibilita un marco de comprensión más amplio de los conflictos armados que el que
ofrece la justicia ordinaria, incluyendo elementos de legitimidad política, justicia restaurativa y
aspectos más holísticos que permite la pregunta filosófica por la relación entre los principios, los
contextos y los civiles afectados -víctimas- del conflicto armado que se pretende resolver; en el

acápite de los referentes teóricos se explicará con más detalle esta postura de comprender la JT
como una forma excepcional de la justicia formal.

En esta compresión holística que comporta la JT, es plausible encontrar fuentes secundarias en
las que hay relaciones dialógicas con tesis más amplias de la justicia como el artículo ¿Qué es la
justicia global? (T. Pogge, 2007) que ha realizado Thomas Pogge y la teoría comparativa de la
justicia que postula Amartya Sen en su libro La idea de la justicia (Sen, 2012) para combatir las
injusticias en escenarios no-ideales, como lo son los conflictos armados.

Varios países han utilizado la JT para tramitar las discusiones políticas que se afrontan cuando
es necesario encontrar salidas democráticas a las diferencias entre grupos armados en confrontación
sin renunciar a los escenarios constitucionales dispuestos en sus sistemas estatales, entre los más
reconocidos están el Tribunal Internacional de Nüremberg en Alemania finalizando la Segunda
Guerra Mundial; el Tribunal Internacional para Ruanda que abordó en 1994 las graves violaciones
de los derechos humanas relacionadas con un genocidio racial; la transición a la democracia que
se restableció en Chile iniciando la década de los noventa después de la dictadura militar a finales
de la década de los ochenta; las violaciones a los derechos humanos en Argentina causadas por el
régimen dictatorial de las Fuerzas Militares que terminó en 1983; y el Tribunal Penal para la ex
Yugoslavia que se creó con los acuerdos de Dayton y se ratificó con el Protocolo de Paris para
restablecer la paz y la reconciliación en la región de los Balcanes a finales de los noventa y principio
de los dos mil.

Después de cada negociación política de esta índole, se han implementado leyes de JT para que
los grupos en confrontación dejaran la lucha armada e hicieran sus contribuciones a las

trasformaciones políticas y sociales a la paz y/o a las democracias desde la civilidad. Estos
esfuerzos, sin duda, han sido importantes para el fortalecimiento progresivo de cada noción de
Estado.

Uno de los avances más importantes en la implementación de los modelos de JT en diferentes
partes del mundo, es que se ha entendido que para la adecuada construcción de la paz o de la
democracia, es necesario introducir progresivamente los derechos de las víctimas civiles. Desde la
perspectiva filosófica, esta es una apertura a la discusión ética sobre lo sustancial dentro de las
incorporaciones procedimentales legales que obligan los diferentes sistemas internacionales de
protección de derechos humanos.

En este sentido, cuestionarse por la inclusión de los mínimos éticos dentro de las negociaciones
para la superación de los conflictos armados, ofrece cada vez más, mayores garantías para que los
civiles que fueron involucrados en la guerra sean efectivamente reparados en sus derechos
vulnerados y para que sean incluidos como Otros afectados por parte de las instituciones políticas
y de la sociedad en general.

No obstante estos avances procedimentales, aún está pendiente el perfeccionamiento de la
discusión y el consenso acerca de las condiciones éticas que conduzcan a que la participación y
reparación de las víctimas sea haga de manera sustancial. En este sentido, y dado que Habermas
no ha abordado de manera directa el tema de las víctimas de los conflictos armados ni el de la
justicia transicional, pero que a su vez, su obra intelectual es de amplia proyección internacional y
en ella mantiene una preocupación política desde la filosofía práctica contemporánea por los civiles
afectados y excluidos, Pablo de Greiff ha hecho un aporte valioso incorporado el discurso de

Habermas al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, especialmente, a los derechos de
las víctimas y a la JT.

Revisando principalmente la literatura producida por De Greiff y en complemento con algunas
fuentes secundarias, se propone en esta investigación que la JT incorpore cinco elementos que se
encuentran en la teoría de Jürgen Habermas que serían útiles en cada negociación por la superación
de conflictos armados para garantizar de manera efectiva los derechos de la población civil afectada
-víctimas-, i) la memoria o el deber moral de recordar, ii) el reconocimiento de las víctimas, iii) la
promoción de la confianza cívica, iv) la participación deliberativa de las víctimas y v) el
fortalecimiento de la norma de derecho democrático.

Estos cinco elementos o mínimos éticos se enfocan en lo sustancial y son un nuevo aporte desde
la filosofía que se ha venido abriendo espacio en las diversas negociaciones basadas en la JT en
medio de la prioridad por lo procedimental dirigidas a reconocer las exigencias legales de los
grupos armados en términos de indultos, amnistías para delitos que no sean de guerra ni crímenes
de lesa humanidad, penas alternativas y participación política que interesa a las partes negociantes
a cambio del cese definitivo del fuego.

Es por ello que el principal valor agregado de esta investigación es el de indagar por la
perspectiva filosófica de los deberes éticos en la implementación de modelos transicionales de
justicia para con las víctimas, dado que los postulados filosóficos son una empresa que no cuenta
aún con la misma tradición y rigor que tienen las perspectivas técnico-legal y política entre los
actores en negociación.

La discusión sobre si la JT garantiza los derechos de las víctimas es una circunstancia que para
esta investigación ya está superada, porque efectivamente cada vez se sitúa de facto a las víctimas
en el centro de las diferentes negociaciones. Teniendo presente esta claridad formal, es posible
atender los aportes teóricos de la cuestión filosófica como un elemento central que se pregunta por
la inclusión de fundamentos éticos como la memoria o el deber de recordar, el reconocimiento de
las víctimas, la participación deliberativa de las víctimas para generar confianza cívica, y el
fortalecimiento de la norma de derecho democrático.

Este interés académico planteó algunas tareas metodológicas que fueron atendidos, en primer
lugar, el universo investigativo tuvo que concretarse en una pregunta orientadora que precisara las
subsiguientes acciones, es por ello que se pretende precisar ¿Sí se puede establecer el concepto de
los mínimos éticos como una propuesta filosófica permanente para garantizar los derechos de las
víctimas en el marco de la justicia transicional?

Este cuestionamiento es pertinente dado que, aunque actualmente ya no es posible hacer
negociaciones políticas para superar conflictos armados sin anexar los derechos de las víctimas,
aún es necesario hacer aportes teóricos desde la cuestión filosófica para que el concepto sobre los
mínimos éticos se incluya de forma permanente como parte integral en la implementación de estas
garantías.

En esta empresa por lo sustancial, fue de plena utilidad el análisis de conceptos relevantes que
ha desarrollado (Habermas, 1999); estas referencias teóricas permitieron avanzar en el análisis de
algunos de estos mínimos que pueden ser discutidos como propuesta filosófica en procesos de

negociación política para la superación de conflictos armados, dada la pretensión de universalidad
que otorga el autor.

En otro libro, Conciencia moral y acción comunicativa (Habermas, 2008) se centra en la
relevancia de la pretensión de validez de universalidad para la fundamentación de la Ética del
discurso, tanto es así, que dice el autor que la universalidad supone el primer paso de su
fundamentación. Los postulados se argumentan desde su postura cognitivista-universalista, pero
lo hace trayendo otras tesis a favor y en contra, es decir, que como es costumbre dialoga
intelectualmente con todas las partes que están involucradas en el tema planteado: precisando,
analizando y reconociendo los postulados de otros autores que han pensado legítimamente el
mismo tema con otras demandas.

Para defender la universalidad Habermas otorga validez a los enunciados normativos, esta
validez permite una versión análoga de la verdad de las cuestiones prácticas, de la importancia de
pensar y concretar las normas morales en la vida cotidiana del mundo que vivimos. Esta pretensión
de validez de la universalidad es criticada especialmente por los escépticos por considerarla
inviable, para contestar la crítica inviabilidad de la universalidad en la ética del discurso, Habermas
aclara que ésta (la universalidad) se da acorde a un contexto cultural específico, en el que el
universo de los participantes está delimitado sólo por los directamente afectados en una situación
problemática en la que se pretende un consenso que le provea carácter justo a las acciones
acometidas para tratar la situación.

Este universo de participantes y los temas tratados deben estar atentos a acomodarse a los
cambios de la vida y del contexto que denotan las dinámicas propias de la vida ética, por ejemplo,

al contrario de los aristotélicos, la universalidad permite tomar distancia de la tradición histórica y
cultural acrítica porque lo que se eleva a la fundamentación discursiva y con ello se restaura el
consenso perdido para pensar, hablar y argumentar sobre lo que se debe hacer.

Otros dos elementos de la defensa habermasiana, son i) que en la ética del discurso todos los
implicados deben emplear expresiones iguales con significados iguales para que se dé un
entendimiento regulado, y ii) que la fundamentación de la universalidad no se aplica en todo
momento, es una pretensión privilegiada únicamente para una situación problemática deseable de
resolver.

La universalidad se basa en postulados inductivos y presupuestos “inevitables”, son normas de
discusión con el fin de salvar el vacío lógico que se crea en las relaciones no deductivas que
persiguen los principios “últimos”, esta pretensión no menoscaba la necesidad de acercarse a la
lectura de los contextos sociopolíticos regionales en los que se desarrollan los conflictos que
generan afectaciones y en el reconocimiento de las subjetividades ciudadanas.

Debido a que se parte del hecho que ya no es posible implementar modelos de justicia
transicional sin incluir la discusión por las víctimas y sin crear mecanismos para garantizar sus
derechos, la propuesta filosófica o hipótesis de los mínimos éticos se sitúa en la necesidad de
agregar de forma permanente este concepto en las discusiones y decisiones políticas que rodean
este tipo de negociaciones. De esta forma, se podrá comprender mejor el sentido político de poner
a las víctimas en el centro de las negociaciones y con ello se adquirirá mayor legitimidad social
sobre los acuerdos para que la implementación sea efectiva, la superación de los conflictos armados

sea duradera y se aminore el riesgo de repetición de graves violaciones a los derechos humanos e
infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH).

La investigación tiene como objetivo general el de plantear el concepto de los mínimos éticos
como una propuesta filosófica para garantizar los derechos de las víctimas en el marco de la justicia
transicional. De lo anterior, se desprenden dos objetivos específicos, i) definir cinco mínimos éticos
que la justicia transicional debe garantizar a las víctimas, determinados con base en el libro La
inclusión del otro. Estudios de teoría política (Habermas, 1999) y ii) analizar el diálogo intelectual
que ha tenido Pablo de Greiff con la teoría Habermas, para incorporar elementos del discurso
habermasiano en la conceptualización global que se está realizando acerca de la justicia transicional

Para el desarrollo de esta investigación, se hizo un análisis específico del libro La inclusión del
otro. Estudios de teoría política (Habermas, 1999) en el que trata en detalle su preocupación
política por incluir la voz de la ciudadanía afectada en sus derechos humanos en el marco de
democracias modernas, que se concreta en exigencias a la participación política, convivencia y
ciudadanía.

En este libro Habermas también mantiene su tradición de reflexionar sobre otros temas actuales
que constituyen un contexto social propicio para el ejercicio del modelo de política deliberativa
porque afectan a la ciudadanía en las democracias modernas, espacio temporal en el que están
ocurriendo diversas transformaciones y problemáticas sociales, nacionales y supranacionales,
situaciones como la integración de mercados internacionales, la globalización de los medios de
comunicación, la creciente diversidad cultural de las sociedades y el aumento de los sentimientos
nacionalistas (caso mencionado: Alemania).

El autor también sostiene que (Habermas, 1999), a través de la filosofía moral, se han de señalar
o identificar el tipo de razones e interpretaciones que preceden al lenguaje moral, y que engendran
fuerza de convicción o vinculación de la voluntad de los participantes de una comunidad moral.
De ahí que el interés filosófico de Habermas sea el de profundizar en la comprensión crítica de los
procesos de fundamentación moral que suceden en el mundo de la vida, esto es, el estudio reflexivo
de aquellos aspectos de la argumentación moral en las situaciones cotidianas, para su depuración
y reconstrucción en nuevas comprensiones.

El examen de aquello que se entiende como “fundamentación moral” descubre aspectos: uno
teorético, referido al saber que expresa el enunciado moral; y uno fenomenológico, alusivo a la
manera como se fundamenta este saber, es decir, a la vinculación del saber moral con un contenido
cognitivo. Con la práctica cotidiana de fundamentación moral, los sujetos pretenden demandar de
los otros (y de sí mismos) una coordinación de la acción de modo racional para la convivencia.
Esto supone un reconocimiento previo de la realidad intersubjetiva y las normas y prácticas
comunes que, cobijando dicha realidad, han convencido a la comunidad para que organice su vida
en común, lo cual se ve reflejado en la apelación a las mismas cuando surge un conflicto moral que
ha de ser resuelto, su calidad de fuente de razonamiento para reivindicaciones y adopciones de
postura crítica o autocrítica, y su manifestación como juicios implícitos en los sentimientos de los
individuos (ira, rechazo, indignación, asco, admiración, etcétera).

Habermas señala un fallo en equiparar las cuestiones morales con cuestiones de justicia política,
porque quien esté interesado en acatar las reglas de un círculo de contratantes, no estará interesado
en otras normas, pudiendo esto impedir la convicción a una moral universalista de igual respeto

para todos. Lo ético pertenece al plano subjetivo, contextualizado de las interacciones en el mundo
de la vida, mientras que la moral universalista sobrepasa este nivel para emitir la cuestión por lo
que sea de igual interés para todos. Dado que, desde el punto de vista del observador, no es factible
a priori determinar con exactitud aquello que sea bueno para cualquier persona, el punto de vista
deberá dirigirse hacia lo que los afectados puedan manifestar sobre lo que consideran bueno para
todos. Aquí es posible encontrar una conexión justicia-solidaridad, ya que a la luz de la deliberación
se disuelve una estructura de pertenencia a una comunidad para abrirse a la inclusión del otro.

Este entendimiento de los sujetos causa que las razones pragmáticas y éticas ponderadas no
queden aisladas en la subjetividad individual, sino que puedan salir a la luz como aportes a la
racionalidad epistémica para el examen normativo, a esto le debe seguir un principio de
universalismo, es decir, que sean aceptadas por los interesados en conjunto y sin prácticas de
coacción, que los intereses de los actores armados, de los Gobiernos democráticos y de la sociedad
representada en las víctimas participen de forma abierta y pública en los acuerdos y en la
implementación de los mismos.

El ensayo (Habermas, 1999) continúa con el abordaje de la ética discursiva, concebida como
justificación de la moral universalista de igual solidaridad y respeto para todos. Reformula
racionalmente los aspectos ahora disueltos de aquella moral basada en lo religioso, para lograr un
entendimiento recíproco sobre una forma de vida comunicativa, estructurada lingüísticamente e
independiente de las nociones individuales del bien. Del hecho de que, en una deliberación moral,
los individuos se conviertan en miembros, se evidencia otra conexión justicia-solidaridad, por lo
que el respeto universalista exige “una inclusión no niveladora y no confiscadora del otro en su
alteridad”.

Debido a que en su amplia teoría Habermas no escribió sobre las víctimas de los conflictos
armados ni sobre JT, para esta investigación se ha rastreado permanentemente el diálogo intelectual
con producciones académicas de Pablo de Greiff, quien ha estudiado a profundidad la teoría de
Habermas para aplicarla en el escenario de los derechos humanos de las víctimas de los conflictos
armados, particularmente, desde la aplicación de la justicia transicional.

Finalmente, para responder al diseño metodológico que requería este trabajo de grado que se
circunscribe en la modalidad denominada Desarrollo de un proyecto investigativo disciplinar y
multidisciplinar, durante todo el proceso investigativo se hizo una revisión de tema que incluyó la
consulta crítica de la literatura disponible, el análisis filosófico y la formulación de tesis que
corroboran o falsearan la hipótesis planteada.

Análisis teórico de las implicaciones de una Justicia Transicional

Frente a la concepción de la justicia transicional, se asumirá la postura normativa que expuso
Pablo de Greiff en junio de 2012, en el VI Encuentro de la Jurisdicción Constitucional, organizado
por la Corte Constitucional de Colombia (Center for History and New Media, s. f.), al cual fue
invitado como Director de investigaciones del Centro Internacional para la Justicia Transicional;
en esta ocasión De Greiff definió a la JT como:

“Un conjunto de medidas que pueden ser implementadas para hacer frente al legado de los
abusos masivos de derechos humanos, donde “hacer frente al legado” de tales abusos significa, en

primer lugar, demostrar la vigencia de las formas de derechos humanos que fueron
sistemáticamente violados. Una lista no exhaustiva de tales medidas incluye: el enjuiciamiento
penal, la búsqueda de la verdad, las reparaciones y la reforma institucional. Lejos de ser
componentes de una lista al azar, estas medidas son partes de la justicia transicional en virtud de
compartir dos objetivos o fines mediatos, a saber, proporcionar reconocimiento a las víctimas y
promover la confianza cívica y un objetivo final, contribuir al fortalecimiento de la norma de
derecho democrática”.

Adicionalmente, uno de sus principales aportes a la implementación de los modelos de JT fue
plasmado en el primer Informe que preparó como Relator Especial para la promoción de la verdad,
la justicia, la reparación y las garantías de no repetición de la ONU («A-HRC-21-46_sp.pdf», s. f.);
en este Informe, De Greiff argumenta que en la JT hay fines inmediatos, que son los implementados
de una medida particular; también están los fines mediatos, que es cuando esa medida particular
hace alguna contribución que hacía falta en la articulación de otras intervenciones; y los fines
últimos, que requieren la conjunción de diferentes tipos de políticas de Estado.

Los modelos de JT permiten rectificar a nombre de la justicia formal y de las instituciones estales
y globales, las violaciones masivas de derechos humanos, haciendo una articulación funcional de
los fines inmediatos, mediatos y últimos de la justicia para encontrar formas estables y seguras de
resolver políticamente los conflictos armados. Mantiene principios conocidos por los actores que
negocian y plausibles de ser reconocidos por la sociedad nacional e internacional, y distingue la
relevancia del contexto sociopolítico de aplicación.

La justicia ordinaria alude a la singularización de afectados y ofensores y su interpelación por
lo que ellos aprueben como un proceder racional en un ámbito de reparación y verdad, de manera
más amplia, la JT pondera la restauración de los daños, la verdad, la no repetición y la solidaridad
por las víctimas a las que ubica como miembros de una comunidad que se corresponsabiliza con el
otro en tanto que cada ciudadano es a la vez hacedor y destinatario de las prácticas que garantizan
una convivencia favorable para todos. Todo objetivo de generación normativa que aspire a ser una
moral aprobada por todos, precisa del uso de una razón que salga de su inmaterialidad mental
subjetiva hacia la esfera de la convivencia pública, y que se mueva por la argumentación moral
hacia el encuentro con las otras razones, también participantes.

Al mismo tiempo, como se trata de resolver un problema que ha alterado el espíritu
constitucional de un Estado (P. D. Greiff & Duthie, 2009), esta articulación de fines que hace la JT
es densa y se convierte en el reto más importante de negociaciones políticas de este tipo,
verbigracia, el concatenar los tres tipos de fines depende de ciertas normas articuladoras; el
promover la acción holística de la JT para fortalecer el reconocimiento de las nuevas leyes como
una iniciativa propia de las víctimas, que incluya su participación para que el resultado legislativo
sea que los sujetos de la ley sean sus autores; que todos los fines morales de la JT persigan el
restablecimiento del estatus de ciudadano legal de las víctimas; y que el Estado avance en el
fortalecimiento del derecho democrático a través de la promoción del valor de la justicia global.

Hay dos mecanismos sociales que explican el útil funcionamiento de la justicia transicional en
cualquier región del mundo regida por el derecho democrático, por un lado, la afirmación de las
normas demostrando que la violación de esas normas no es completamente inconsecuente ipso

facto; y por el otro lado, que no se da la trasformación total, sino que conduce a trasformaciones
graduales e importantes.

El mecanismo de las trasformaciones graduales involucra a todas las esferas de un Estado, en la
transición deben cambiar paulatinamente todas las instituciones sociales para que la construcción
de país que se logre luego de la superación de la guerra sea duradera; estas transformaciones
graduales se aplican perfectamente al principio universal de la comprensión de la progresividad en
el goce efectivo de derechos que acogen la mayoría de los Estados para acercarse de manera
continua y sostenida a indicadores satisfactorios de cumplimiento.

Como los derechos humanos son considerados como demandas morales que generan
obligaciones positivas para los Estados democráticos, suele pasar que en países en guerra en donde
se vulneran los derechos humanos de manera grave y se infringe el Derecho Internacional
Humanitario, se adquieran compromisos de reivindicación de los derechos luego de un proceso de
negociación política, y en la implementación del modelo de JT la voluntad política de reparación
integral a los afectados se ve superada por una realidad social y económica compleja; en escenarios
como estos el principio de progresividad en el goce efectivo de los derechos humanos le permite a
un Estado ir alcanzando paso a paso estos deberes, asegurando que no se retroceda en los logros
alcanzados y manteniendo la perspectiva del cumplimiento total.

Aparte de que exista genuinamente una voluntad política de un Estado para cumplir
progresivamente con los derechos de las víctimas que no se pueda cumplir en el corto plazo por
razones fiscales, la aceptación de esta forma paulatina de ir gozando de los derechos reconocidos
debe ser también procesual. Una población a la que históricamente se le han vulnerado sus

derechos, requiere de acciones concretas que evidencien la voluntad de cumplimiento estatal, una
forma expedita de lograr la comprensión social puede ser por medio de la inclusión permanente de
la perspectiva ética de las víctimas en las negociaciones de paz.

Por elementos como los descritos anteriormente, la JT no solo exalta el mismo espíritu de la
justicia ordinaria sino que aporta a la correlación connatural que deben tener las ramas del poder
público para fortalecer la construcción de los Estados democráticos; estos modelos contribuyen
con mecanismos sustanciales y concretos para el mejor complimiento de estas obligaciones
estatales, sometiendo al escrutinio racional y en condiciones de imparcialidad los intereses políticos
por los cuales se pretenden terminar una guerra. La filosofía política se puede sumar a este
propósito promoviendo la inclusión permanente de las víctimas a través de una práctica deliberativa
abierta y pública, en la que se discutan las exigencias éticas contempladas en la justicia global, pero
enmarcadas en el contexto regional del conflicto armado que se desea superar.

La perspectiva más amplia que tiene la JT aporta una función relevante en la selección de
alternativas prácticas existentes en escenarios tan complejos como lo son las graves violaciones a
los derechos humanos y las infracciones al DIH por motivo de las confrontaciones armadas entre
enemigos políticos. Con modelos holísticos se puede alcanzar un ideal de justicia mínima que
garantice los derechos de las víctimas en vez de mantenerse en los objetivos tradicionales de
conquistar una justicia perfecta por medio del sometimiento armado de los enemigos y la afectación
directa a la población civil, la JT logra consensos intermedios y sirve para seleccionar aquellas
opciones desde las que es posible realizar un proceso de transición y aproximación al ideal de la
restauración y no repetición de los daños causados por la guerra: la filosofía política puede hacer

aportes en esta empresa intelectual cuestionando a las partes negociantes por los referentes éticos
de la justicia.

Manteniendo el interés de explicar la acción holística de la JT, en el ámbito de la filosofía
política se pudieran citar varios trabajos que aportan unas miradas más amplias de la justicia
tradicional como propuestas para combatir las injusticias sociales en escenarios no ideales como lo
son los conflictos armados, entre ellas están algunos estudios de Thomas Pogge y Amartya Sen en
los que es plausible encontrar relaciones dialógicas con tesis sobre enfoques distintos para analizar
la justicia global y sobre la teoría comparativa de la justicia.

En su artículo ¿Qué es la justicia global?, publicado en la Revista Latinoamericana de Filosofía
(T. Pogge, 2007), Thomas Pogge se refiere al concepto de “justicia global”, para ello hace un
recorrido por el desarrollo del concepto en la línea del tiempo, en el cual empieza aclarando que la
discusión sobre justicia global se ha venido escribiendo mucho antes de sus investigaciones,
inicialmente estuvo relacionada a conceptos como “justicia internacional”, “ética internacional” y
“la ley de las naciones”.

Pogge analiza cómo se ha ido trasformado el concepto desde sus orígenes hasta la actualidad,
haciendo énfasis en el análisis causal y moral que ha tenido el orden institucional sobre la justicia
global más allá del orden estatal, y cómo ese orden ha sido efectivo o perverso a la hora de atender
los problemas contemporáneos como la pobreza extrema, la violencia transnacional, los conflictos
armados, la mortalidad y la enfermedad; muestras de ello pueden ser el Derecho Internacional de
los Derechos Humanos y la justicia transicional.

Parece ser que justicia global es una expresión reciente, que en principio estuvo relacionada con
las preocupaciones internacionales alrededor de la guerra y de la paz, luego de la Segunda Guerra
Mundial, otros temas han estado asociados al concepto, como la relación de los gobiernos con la
ciudadanía, las reglas para implementar las buenas formas comerciales y financieras, la
subsidiariedad de organismos multilaterales en asuntos internos de los países, y también, los
intereses que pudieran denominarse de toda la humanidad y que hay que proteger como los
derechos humanos, el medio ambiente, la niñez.

El autor manifiesta que estas preocupaciones son cada vez más vigentes y le corresponden ser
atendidas por la filosofía política, porque cada vez más es difícil controlar el cumplimiento de las
reglas de justicia mundial, especialmente, cuando se trata de evaluar las reglas morales que le
deberían asistir a las instituciones de las democracias contemporáneas, evaluaciones que deberían
ser un asunto propio arraigado en todas las personas, algo como una obligatoriedad de los seres
humanos de todas los países.

A la filosofía política le corresponde la responsabilidad de preguntarse, promover y perfeccionar
la discusión pública de estos temas que representan problemáticas morales en el mundo moderno
que habitamos; uno de ellos es el de eliminar o por lo menos disminuir las injusticias sociales que
sufren los civiles por motivo de los conflictos armados, a través de incluir de manera permanente
estas preocupaciones en las discusiones políticas encaminadas a superar la guerra, en estos
escenarios se ha hecho cada vez mayor uso de los parámetros de la justicia global para llegar a
acuerdos de solución de conflictos internacionales que afectan el bienestar mundial. También
advierte el autor que puede ser que algunos de esos acuerdos hayan servido para imponer la

democracia occidental en países del oriente próximo, o también para hacer políticas públicas que
reduzcan el calentamiento global.

Según (T. Pogge, 2007), el análisis institucional moral más allá del referente estatal que se
refiere a grupos más específicos o a grupos trasnacionales apenas está comenzando; el problema
actual de la justicia global está en cómo evaluar los esquemas institucionales trascendentales,
parece ser que el tema moral en la justicia global nunca se ha compadecido con el desarrollo de la
institucionalidad social contemporánea. Este tránsito hacia el análisis de las instituciones sociales
como filtro moral y su interdependencia con la organización estatal que ha experimentado el
concepto de justicia global, lo aportó principalmente Rawls según Pogge.

Desde el planteamiento de justicia global de Pogge, el postulado filosófico por los mínimos
éticos pudiera cuestionarle a la justicia institucional sobre las repercusiones para las víctimas y
para la sociedad en general de los países que transitan entre la guerra y la paz o la democracia,
verbigracia, tienen cabida preguntas como ¿Qué modelos de justicia transicional se aprueban en
los Congresos de los países que superan un conflicto armado?; ¿Hay cabida en las nuevas leyes
para los asuntos éticos de las víctimas que esta clase de justicia debería reparar?; ¿Cuál sería la
deliberación pública de estos asuntos éticos?; ¿Los postulados modernos de la justicia global qué
tanto influyen en los procesos de justicia transicional?

Thomas Pogge escribió su libro World Poverty and Human Rights (T. W. Pogge, 2008) un par
de años antes de dirigir el Programa de Justicia Global de la Universidad de Yale, esta alusión va
dirigida a resaltar el compromiso del autor por los temas de justicia global y por el análisis político

que realiza a propósito de los derechos humanos a lo largo de su vida intelectual, en cualquiera
que fuera su lugar de trabajo.

En este libro detalla la relación directa que hay entre la inequidad en la distribución de los
recursos económicos y las vulneraciones de los derechos humanos a nivel mundial: los precios de
los alimentos, los derechos humanos, la inequidad social, los Objetivos de Desarrollo del Milenio
(ODM), la medición del desarrollo, el Banco Mundial, la pobreza y la desnutrición; todos estos
temas son parte de las causas de los conflictos armados, especialmente, en países con economías
débiles.

Pogge recuerda que a los países del Atlántico Norte les costó tres trillones de dólares salir de la
Gran Recesión -la crisis económica de 2008- que fue causada por una gran cantidad de delitos
cometidos por los bancos, entre los que se cuentan, una burbuja inmobiliaria o crisis hipotecaria en
Estados Unidos, la sobrevalorización de los productos, una crisis alimentaria y energética mundial,
y la desconfianza generalizada en los mercados de valores. En últimas, sostiene que fue una crisis
de los llamados países desarrollados que afectaron enormemente la calidad de vida de su población
en términos de recortes de servicios sociales y aumento de la pobreza, que se extendió a los países
en vía de desarrollo aumentando la inequidad.

Lo valioso y particular del análisis de Pogge, es que señala que, a partir de la inequidad mundial
entre países desarrollados y en vía de desarrollo, se organizó un nuevo orden mundial basado en la
vulneración de los derechos humanos como base de contribución al sostenimiento de las grandes
deudas públicas. Es decir, la profundización de la inequidad de los países pobres para recuperar los
niveles de gastos financieros de los países ricos.

(Pogge, 2008) marca una relación directa entre pobreza extrema y el goce efectivo de derechos
que debemos tener todos por el hecho de existir como humanos, en su reflexión sobre esta forma
de injusticia global, enfatiza que la inequidad mundial afecta derechos de primer grado como la
salud, el bienestar social, la alimentación, la ropa, la vivienda digna, y servicios como el agua
potable.

Estos serían verdaderos hechos de Justica global que debería atender la filosofía política, formas
concretas en las que los seres humanos afectados pueden evaluar las reglas morales que le deberían
asistir a las instituciones y funcionarios de las democracias contemporáneas, también a las
organizaciones que plantean confrontaciones bélicas para tramitar estas críticas políticas sin
distinguir a la población civil que sale doblemente perjudicada: por la inequidad mundial que
vulnera sus derechos y por el conflicto armado que exacerba esas vulneraciones a sus libertades
fundamentales.

En otro campo de la filosofía política, pero en un sentido complementario a la mirada alternativa
de la justicia de Pogge sobre justicia global, se logra evidenciar una relación dialógica con los
planteamientos sobre la teoría comparativa de la justicia que elabora Amartya Sen, de manera
particular con los realizados a propósito del razonamiento público, la democracia y la reducción de
las injusticias sociales.

En su libro La idea de la justicia (Sen, 2012), propone ahondar cotidianamente en la tradición
comparativa de la justicia, en la que se articulan muchos elementos de valoración de un contexto
para permitirse hacer juzgamientos, groso modo, se trata de preocuparse primordialmente por

conocer las injusticias para poder reducirlas. Los seres humanos deberíamos ser sensibles a la
percepción de las injusticias del mundo vivido, a afinar el ojo avizor para ver las injusticias y evitar
esa suerte de connaturalización de las pequeñas injusticias que al suceder de forma consuetudinaria
terminan convirtiéndose en patrones sistemáticos de injusticias sociales.

Con respecto a las graves afectaciones de los derechos humanos que sufren los ciudadanos en
una guerra, que pasan por la pérdida de la vida o de las condiciones básicas para vivir dignamente,
pensar en que se garanticen mínimos éticos para las víctimas como la memoria o el deber moral de
recordar, el reconocimiento y la promoción de la confianza cívica, la deliberación abierta y pública
y el fortalecimiento del derecho democrático, no logra aún que la sociedad, la institucionalidad y
los combatientes los valoren como exigencias legítimas que se deben atender integralmente ni son
vistos como una percepción colectiva de justicia, cuando se contemplan, son discutidos de forma
genérica y de igual forma quedan consignados en los procedimientos o protocolos que formalizan
los acuerdos alcanzados.

La discusión permanente de los mínimos éticos debe incluir a las mismas víctimas, porque ellas
han experimentado en lo cotidiano la sensación de ser tratadas injustamente y se han vuelto
conocedoras del tema de las injusticias, por esta razón pueden expresar mejor sus subjetividades al
resto de los actores que participan en las negociaciones políticas para superar la guerra, y con ello,
promover consensos sobre la legitimidad de la reparación integral de los derechos vulnerados.

La filosofía política puede asumir el reto de tratar dentro de las discusiones sobre la JT, los
mínimos éticos como una forma concreta de eliminar las injusticias globales que experimentan los
civiles afectados por las guerras con el fin de mejorar su situación actual; esto puede evitar

problemas de trayectoria institucional, en futuros desarrollos cuyas subsiguientes elecciones de
reparación integral estén fuertemente condicionadas por las decisiones tomadas previa inclusión
de las víctimas.

Para la delimitación conceptual de qué se entiende por conflicto armado, servirá de referente la
definición que hace el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) («¿Cuál es la definición de
“conflicto armado” según el derecho internacional humanitario?», 15:13:48.0). El DIH distingue
dos tipos de conflictos armados, i) los conflictos armados internacionales, en los que se enfrentan
dos o más Estados; y ii) los conflictos armados no internacionales, entre fuerzas gubernamentales
y grupos armados no gubernamentales o entre esos grupos únicamente.

El CICR trabaja por la comprensión y la difusión del Derecho Internacional Humanitario (DIH)
aplicable en los conflictos armados y prepara el eventual desarrollo del mismo, esta labor la realiza
con mayor énfasis desde 1949 cuando los Estados Partes en los Convenios de Ginebra le confiaron
esta misión en el artículo 5 de los Estatutos del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la
Media Luna Roja («Estatutos del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna
Rojaâ”CICR», 13:38:18.0).

Continuando con la observación de los mínimos éticos para las víctimas de los conflictos
armados, es necesario hacer un análisis más detallado del libro La inclusión del otro. Estudios de
teoría política (Habermas, 1999), en este libro (Habermas, 1999) desarrolla conceptos pertinentes
respecto a la presente investigación en lo concerniente a la participación política y la convivencia
y ciudadanía; estos conceptos los elabora a lo largo de ocho ensayos alusivos al problema de la
formulación de una teoría de la sociedad, orientada por una ética discursiva y una moral de igual

respeto para todos, que respondan a la actual pluralidad de intereses políticos en la modernidad que
deben promoverse desde la deliberación abierta y pública para ubicar consensos, primordialmente,
en los grupos de ciudadanos afectados en sus derechos y exigir democráticamente la garantía estatal
de su goce efectivo.

La participación colectiva para la formación en los derechos ciudadanos, la ordenación de las
relaciones y la convivencia desde el reconocimiento racional de la intersubjetividad y las
interacciones públicas de la política, serían formas de resolver el problema de la exclusión de los
ciudadanos afectados, que para el caso de los conflictos armados serían las mujeres y los hombres
víctimas.

Es plausible conectar el respeto de la modernidad por todos y por la valoración afirmativa de
los derechos de los ciudadanos que propone Habermas con la defensa de los intereses políticos de
las víctimas en la justicia transicional. Un punto de encuentro para este propósito o vehículo
emancipatorio es la pretensión de incluir en la deliberación abierta y pública los mínimos éticos de
las personas afectadas por los conflictos armados.

La introducción (Habermas, 1999) estuvo a cargo del filósofo Juan Carlos Velasco Arroyo, allí
se plantean los elementos principales de la preocupación política de Habermas en este libro, que es
la concepción de una teoría que oriente la acción política de una sociedad. Para observar esta
preocupación se permea de su teoría de la acción comunicativa (Vergara, 2011) y de la filosofía
del lenguaje para afirmar que una teoría de acción política debe suscitar en cada uno de los
interesados una moción hacia la emancipación social. Esto sería el resultado de un proceso
reflexivo-comunicativo, en el cual se identifican las bases racionales de las normativas y prácticas

políticas, se someten a la luz de la deliberación pública, y finalmente se reconstruyen como nuevas
prácticas políticas con potencial emancipatorio, especialmente, en el que los intereses de los
afectados sean reconocidos y atendidos.

También es conveniente proponer otros elementos sugeridos por Habermas motivado por su
interés principal sobre el lenguaje y su relación con la política que son posibles en la discusión
sobre la implementación de la justicia transicional, en este sentido, desde la Acción ComunicativaPolítica (Vergara, 2011), Habermas hace algunas reflexiones epistemológicas acerca de la
comprensión del cómo nos entendemos los humanos, reflexiones que son útiles para concretar el
carácter político que debe tener la justicia transicional para las víctimas, que se sustenta en la
capacidad lingüística humana para socializar las ideas, los pensamientos, las emociones por medio
de la estructura del lenguaje; de ello se deduce que el conocimiento es un acto social, comunicativo
y democrático, que permite la construcción de acuerdos con arreglo a unos mínimos entre los que
se destaca el respeto por las reglas acordadas entre los participantes del acto comunicativo.

El ideal de comprensión de la realidad a partir de la acción comunicativa es trasladado al terreno
político en la praxis común entendida como "la intersubjetividad de rango superior de un
entendimiento entre ciudadanos que se reconocen recíprocamente como libres e iguales"
(Habermas, 1999), en tanto que "la formación de la opinión y la voluntad estructurada
democráticamente posibilita un acuerdo normativo racional también entre extraños" (Habermas,
1999). Los puntos de encuentro con la justicia transicional serán las condiciones bajo las cuales
puede configurarse y reproducirse comunicativamente una comprensión ético-política de la
ciudadanía.

Este espacio de acción comunicativa política permite configurar una red productiva y
lingüística, que desborda la exigibilidad y la reivindicación para convertirse en proponente y
ejecutor de soluciones que no son otra cosa que políticas públicas, en cuanto que soluciones que
tienen por objetivo lo público, como lo es las leyes de implementación de la JT. Tal comprensión
no es otra cosa que la discusión ciudadana en un espacio público, donde se adoptan posiciones
sobre diferentes temas relevantes para el ejercicio de las libertades civiles y la preservación de los
derechos fundamentales. Este espacio público es donde pueden y deben nacer la nueva democracia
la paz después de superada la guerra, verdadera representación capaz de reescribir las relaciones
tradicionales de poder.

Ello conlleva necesariamente a la inclusión, a la puesta en común de los diferentes puntos de
vista de cada cual, es decir, al reconocimiento de la pluralidad, del contexto de los ciudadanos
afectados y del momento histórico que atraviesan los interesados. Según Velasco, dentro de la
preocupación política de Habermas se dedica al concepto de política deliberativa, con ello se refiere
a un modelo normativo democrático que extiende y se basa en el uso público de la razón práctica
(expresada a través de la voz, la palabra, la deliberación y/o el consenso, especialmente, de los
afectados), su intención desde los años cincuenta es la de desarrollar la idea de una teoría de la
sociedad con intención práctica (Habermas, Torres, & Espí, 2008) como una suerte de vehículo
emancipatorio que permite la participación en la discusión crítica y abierta sobre los problemas que
afectan el orden social de la modernidad ilustrada. La política deliberativa es también un modelo
descentralizado del poder político, por el que se hace un tránsito desde las entidades políticas hacia
la soberanía de la sociedad civil.

El momento histórico en el que Habermas ubica su preocupación política es el del mundo
contemporáneo, caracterizado por una fragmentación simbólica a causa de la dinámica compleja
de interacción entre grupos humanos con identidades culturales diferentes. Este panorama se
relaciona con lo que sucede en las sociedades en donde existen conflictos armados, que se alteran
la convivencia, las democracias y el mismo funcionamiento constitucional de cada Estado.

En el prólogo, Habermas describe la estructura general de sus estudios de teoría política, enfoca
su interés en las consecuencias que actualmente se desprenden del contenido universalista de los
principios republicanos, y las contrapone con el problema de qué efectos tienen para las sociedades
pluralistas, los Estados nacionales y supranacionales, y para los ciudadanos que terminan siendo
parte (con su conocimiento o no) de estas comunidades de riesgo.

Insiste en la argumentación del contenido racional de una moral de igual respeto para todos, que
no se agote en el similar, sino se ocupe del Otro en su alteridad. Esta idea incorpora el elemento de
la responsabilidad solidaria entre las personas, es decir, un compromiso de la comunidad de adoptar
la flexibilidad necesaria para tratar al Otro como uno de nosotros y considerarle recíprocamente,
en virtud de la eliminación de la discriminación y de la inserción de lo marginado.

En el contexto de los conflictos armados esto se entiende como la necesidad de reconocer en el
escenario global e intraestatal a las víctimas, a circular de manera efectiva el discurso de los
Derechos Humanos, por ejemplo, el consagrado principio de soberanía de los Estados no justifica
la comisión de delitos de guerra o de lesa humanidad contra los civiles, circular un discurso que
funde la realidad de los derechos humanos busca comprender y precisar la naturaleza originaria de
la soberanía popular de los afectados.

Para identificar los conceptos habermasianos relevantes que sustentarán la hipótesis, fue
necesario rastrear los vínculos intelectuales que existen entre Habermas y De Greiff a favor de la
pregunta por los mínimos éticos en la JT, vínculos que se plantearon formalmente en el primer
Informe que le presentó en el año 2012 al Consejo de Derechos Humanos de la ONU como Relator
Especial para la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición
(«A-HRC-21-46_sp.pdf», s. f., p.).

La importancia de Pablo de Greiff (P. D. Greiff, Cronin, & Cronin, 2002) radica en que se
reúnen en él varias características fundamentales, es un filósofo dedicado a la defensa de los
derechos humanos como experto en justicia transicional y también es un estudioso de la teoría de
Habermas. El filósofo alemán ha influido notablemente la obra De Greiff sobre temas relativos a
las transiciones democráticas, la teoría democrática, y las relaciones entre moralidad, política y
derecho («Biography of Mr. Pablo de Greiff», s. f.); una de las cercanías más notables entre De
Greiff y Habermas, ha sido el libro Inclusion of the Other: Studies in Political Theory, este libro
fue escrito por Jürgen Habermas en 1996 y editado al idioma inglés por Ciarian Cronin y Pablo de
Greiff en 1998.

Los conceptos asociados a los temas desarrollados se encuentran desde la Introducción que
hacen Cronin y De Greiff como Editores en su versión en inglés (Habermas, 2015). Un elemento
estructural de este libro es que Habermas se enfoca en el problema de la legitimidad política, desde
la constante reflexión sobre su doble perspectiva, por un lado, la legitimización y por otro la función
reguladora del moderno sistema legal. Este elemento es el mismo que se vislumbra cuando se revisa
el tema de las víctimas en un modelo de JT y se pondera con el criterio de las víctimas que hacen

una valoración moral legítima de lo que se acuerda entre las partes negociantes que son “ajenas” a
la víctima.

Este reclamo por la legitimidad que se entiende está implícita en lo legal y en las instituciones
políticas del Estado moderno, es la que surge cuando los afectados de las decisiones políticas
tomadas comprenden lo que se negocia tanto en lo informal como en lo legal, para ello es
fundamental la deliberación que solo puede asegurarse con una amplia participación popular… y
con la toma de decisiones o, más sucintamente, con la relación interna que hay entre la norma legal
y la soberanía popular (Habermas, 2015).

En (Habermas, 2015) se encuentra una conexión entre la filosofía política y el sistema legal, es
la de abordar la pregunta de la legitimidad: ¿Cuál es el sustento de validez de los principios de la
justicia que forman el núcleo de las constituciones democráticas modernas, esta pregunta primero
se desarrolló en el discurso de moralidad y luego se extendió al dominio legal. Cronin y De Greiif
explican que en este trabajo Habermas busca que esos dos enfoques del derecho, el normativo y el
funcional, sean inseparables, ellos describen las funciones relevantes de la teoría del discurso de
Habermas de la legitimidad normativa como forma de pensar los derechos legales, considerando
las implicaciones de este proyecto de una política global de derechos humanos para el problema
del futuro del Estado-Nación.

Frente al concepto de los mínimos éticos, habría que decir que desde la perspectiva de Habermas
se podría sostener que la retórica de los derechos humanos son una conquista sustancial de la
modernidad; cuando se presentan conflictos armados se desvirtúa este ideal, en otras palabras, con
la intensidad de un conflicto armado fracasan los máximos de goce efectivo de derechos, es por

eso, que dado que la guerra recrea un escenario imperfecto para la construcción del derecho
democrático moderno, se hace inaplazable acordar mínimos éticos que protejan los derechos de las
víctimas cuando se planteen procesos de negociación política para resolver la guerra.

Al ser de carácter filosófico la pregunta por los mínimos éticos, se pueden encontrar varias
formas de responderla según el referente teórico y la corriente filosófica desde dónde se aborde, es
por ello, que estos mínimos no pretenden ser los únicos, los definitivos, ni que se agoten en una
lista, ni que esa lista sea una fórmula que se replique de forma indiscriminada en cualquier país que
procure resolver políticamente un conflicto armado. Esto no menoscaba la necesidad política de
incluir permanentemente los elementos filosóficos en las discusiones sobre las negociaciones de
paz, como tampoco su pretensión de universalidad en el sentido que son útiles de manera general
para todos los escenarios de negociación entre actores armados.

El concepto de los mínimos éticos que se quiere consolidar en esta investigación tiene la
pretensión de ser considerado como una respuesta universal para las víctimas en cualquier conflicto
armado, debido a que no tendría que cambiarse de acuerdo con la región en donde sucedieron las
afectaciones o según el actor armado que cometió las afectaciones o depender de las sanciones que
se negocien por cesar una confrontación armada; esta pretensión de universalidad es posible desde
Habermas, debido a que ninguna de estas variables (región, victimario, negociadores) aplican
cuando se trata de los derechos humanos de las víctimas, dado que ellas sufren las mismas
afectaciones en cualquier contexto y deben ser reparadas por igual en su condición de ciudadanos
perjudicados.

El sentido de usar los mínimos éticos desde la filosofía es el de proponer categorías universales
–acordes a la comprensión global que tienen los derechos humanos y la justicia transicional- para
poder reconocer si los acuerdos políticos y judiciales a los que llegan los actores de un conflicto
armado pueden considerarse o no como éticamente aceptables respecto a la perspectiva de las
víctimas, y con ello, incorporar al interior elementos de legitimidad en la sociedad civil por los
acuerdos negociados para superar la guerra.

Dicho esto, como en esta investigación se van a analizar y corroborar afirmaciones acerca de
unos mínimos éticos que surgen de la teoría específica de un autor, perfectamente, pueden ser
discutidos nuevamente de acuerdo con cada contexto sociopolítico en el que se negocie la
terminación de un conflicto armado; también pueden ser ampliados, especificados y
complementados con otras teorías, no son una lista acabada, pero en cualquier caso deberían seguir
respondiendo a una misma mirada acerca de las exigencias de las víctimas desde su estatus de
ciudadanía

Mirando la perspectiva del tiempo se podría afirmar que los modelos de JT han llevado un
proceso progresivo de mejora en el que están empezando a constituir una tradición en la que se
reconoce su utilidad, es decir, que mientras en el mundo se haga uso de vías armadas como una
forma de tramitar las diferencias políticas, la JT se hace necesaria; en términos de Pablo de Greiff,
la JT es una forma de justicia imperfecta para tiempos radicalmente imperfectos y por ello no puede
evaluarse con los estándares de la justicia ordinaria en tiempos de normalidad.

Ahora, en la misma lógica de hacer una mirada desde la memoria, el hecho de proponer que el
concepto de los mínimos éticos para las víctimas tenga un lugar permanente en las negociaciones

de paz y en las implementaciones de la JT, es lo que le corresponde a este momento de la historia,
es el paso que sigue en los avances que se han tenido para incluir de los derechos de la ciudadanía
afectada, podríamos decir que los conflictos armados que suceden en este momento contemporáneo
ya no pueden evitar el fuerte vínculo social que existe con las demandas de reconocimiento que
realizan los individuos y grupos, desde la mirada singular de los afectados.

Estos mínimos éticos que se apoyan en la teoría de Jürgen Habermas, se basan en los derechos
humanos, en particular, en conceptos tales como “democracia deliberativa”, “confianza cívica”,
“legitimidad” y “deberes morales”. En la teoría de Habermas se pueden encontrar elementos de
análisis para dilucidar estos mínimos; comprender la relación directa que existe entre tratar a las
víctimas como ciudadanos y la mejor elaboración de sus afectaciones; que la garantía de no
repetición de los hechos violentos debe pasar indefectiblemente por la reconstrucción de la
memoria histórica que tenga como eje vertebral la verdad de las víctimas; que existe un deber moral
de la sociedad por reconstruir la memoria y generar convivencia con las víctimas para fundamentar
procesos de reconciliación y construcción de paz con los grupos armados que negociaron el cese
de la guerra; que por medio de la democracia deliberativa se puede incorporar de manera adecuada
a la participación de las víctimas; y que se proteja el respeto inalienable por la persona humana
afectada (víctima y sociedad en general).

Mínimos Éticos para hacer efectiva la Justicia Transicional.

La propuesta específica de estos cinco mínimos éticos está basada en una coherencia teórica que
incluye los postulados de Habermas, la práctica transicional de la justicia y el discurso de los

derechos humanos; adicionalmente, aunque cada uno de los cinco mínimos éticos tiene un cuerpo
propio, se articulan y se complementan, en este estudio requieren ser separados para cumplir un fin
meramente analítico en la labor de responder a la pregunta de investigación.

Memoria o El deber de recordar

El deber de recordar es un concepto propuesto por Pablo de Greiff, por medio del cual se plantea
que se puede superar la garantía de no repetición, si se pone en la agenda pública la necesidad de
reconocer los dramas de los ciudadanos que fueron afectados por la violencia en estrecha relación
con la idea de entender estos hechos como una forma extendida de la afectación a la sociedad en
general (Lima & Greiff, 2005). El recuerdo pasa a ser un condicionante ético para poder
contrarrestar adecuadamente las afectaciones del contexto sociopolítico en el que se dieron los
hechos violentos (Chaparro-Amaya, 2007).

En este sentido, el deber moral de recordar convoca a los interesados al análisis reflexivo de los
hechos acaecidos durante del conflicto armado que les afectaron como individuos y a la vez como
miembros de comunidades morales, esto es, que a partir de la memoria sobre lo acontecido, se
llegue a una postura moral colectiva desde el qué es lo justo para la ciudadanía, estatuto que para
Habermas no se adquiere por lazos de sangre o identificación con un territorio, sino que es un modo
de autocomprensión ético-político con el Otro, que se construye paulatinamente en un contexto
compartido de entendimiento mutuo, facilitado por las comunicaciones dadas en la socialización
política (Habermas, 1999: 141).

De igual manera, el registro de cada deliberación política deja un lenguaje de memoria, por el
que es factible identificar históricamente las prácticas que han favorecido o perjudicado el orden
social, pero también situarse en un contexto actual para reflexionar críticamente sobre las
estructuras y poderes que han violentado identidades subjetivas y colectivas, por esta razón, la
reconstrucción de la memoria o el deber moral de recordar, está directamente ligado con las
garantías de no repetición de los daños causados.

Reconocimiento de las víctimas

En el Informe como relator especial de la ONU («A-HRC-21-46_sp.pdf», s. f.), De Greiff señala
que dentro de los fines mediatos de la JT se ubica el reconocimiento a las víctimas y la promoción
de la confianza cívica, que pueden ser considerados mínimos éticos a la luz de la perspectiva
habermasina. El reconocimiento a las víctimas significa darle el lugar en el espacio público que se
merecen por ser sujetos de derechos o ciudadanos afectados (Rendón, 2012), no solo es el
reconocimiento tradicional por su valentía de enfrentar las secuelas negativas del conflicto armado
en sus proyectos de vida.

El reconocimiento debe proporcionar instrumentos de validación social e institucional que sean
útiles para las víctimas en las materias pendientes de reparación, como el poder resignificar
políticamente las afectaciones emocionales que les causó la guerra desde su condición de
ciudadanía y no como posibles pacientes del sistema de salud, y el recuperar el buen nombre que
se vio alterado por la imposición de esa carga moral que les hizo asumir culpas por los hechos
violentos cometidos en su contra.

Promoción de la confianza cívica

Conjuntamente con la garantía genuina del reconocimiento de las víctimas, se puede promover
la confianza cívica, que se logra entender cuando las víctimas individuales, se reconocen en otras
víctimas que en principio eran extrañas, a personas que hacen parte de un proyecto político común,
esta confianza cívica que se construye, es una disposición a asumir que en las decisiones de los
otros hay ciertos principios que juegan un papel importante en el restablecimiento de sus derechos
fundamentales y en su participación política.

Con la confianza cívica se recuperan elementos importantes para ejercer el estatus de ciudadanía
que fue alterado y fortalece la legitimidad de las negociaciones entre los ex combatientes frente a
la sociedad civil (P. de Greiff, 2005), se pueden reconstruir los proyectos de vida obstaculizados y
se podrían alcanzar redes de apoyo mutuo que ofrezcan alternativas para acompañarse en los
procesos de restablecimiento de derechos, evidenciar su condición de grupo moral y posicionar un
proyecto político común con el que se logren interlocutar sus demandas éticas en escenarios
públicos institucionales.

Deliberación pública y abierta

Existe la necesidad de incluir a las víctimas en una deliberación pública y abierta sobre la
implementación de la JT, con esto, se trata de que las víctimas sean interlocutores principales de
las discusiones de las políticas públicas que los involucra directamente, para aportar por este medio
a la construcción de la confianza cívica sobre los acuerdos alcanzados, sobre su implementación y
sobre la realidad de ser constructores activos de la paz y/o de la democracia.

El discurso de la democracia deliberativa (Cuchumbé Holguín & Giraldo Chavarriaga, 2013)
sirve de sustento filosófico de los mínimos éticos e idealmente se podrían ubicar de manera abierta
en la agenda pública conectando con el contexto político de las instituciones para que puedan
ponerse en el terreno real de la toma de decisiones. El principio del discurso deliberativo radica en
que la argumentación se hace válida si para todas las personas involucradas (víctimas, grupos
armados, Estado, terceros implicados) los mínimos fueran un tema legítimo, debido a que pasaron
por el escrutinio del carácter moral de las víctimas afectadas.

El concepto de la moralidad en Habermas que se retoma en esta investigación es el que se
desarrolla en La ética del discurso y la cuestión de la verdad (Habermas, 2003), en el que se refiere
a ella como una cuestión de las obligaciones incondicionales morales que incorpora prohibiciones,
obligaciones positivas y permisos que regulan la interacción de quienes construyen acuerdos.

Habermas delinea la estructura de una práctica deliberativa como recurso principal para emitir
juicios imparciales sobre cuestiones morales que puedan pretender una validez para la aprobación
de todos los interesados. Sobre la forma de argumentación, es importante resaltar que quien
participe de la misma deberá estar libre de todo tipo de coacciones y de restricciones a pronunciarse
sobre el discurso normativo que se delibera, así como de una obligación por motivar
inmediatamente acciones en los demás. El contenido de argumentación se orientará a la escogencia
de normas que están dadas en el discurso práctico.

Habermas piensa así la estructura de una participación política, con una deliberación aplicable
en numerosos contextos donde la inclusión sea fundamental para emitir normas morales sensibles

a la diferencia y que promuevan una responsabilidad solidaria con el Otro. Por cuenta de la
deliberación se disuelve una estructura de pertenencia a una comunidad para abrirse a la inclusión
del otro.

Citado por Cronin y De Greiif, Habermas sostiene que en el principio general del discurso se
especifican las condiciones que una norma social válida debe satisfacer: “Solo una norma es válida
cuando todas las personas posiblemente afectadas pudieran ponerse de acuerdo como participantes
en discursos racionales” (Habermas, 2015). Esto es un valor universal para las víctimas desde la
perspectiva de una política global de los derechos humanos, gracias a la deliberación pública de
los argumentos morales debatidos en el marco de la JT, de esta forma se reivindican los derechos
de los ciudadanos afectados frente a las sistemáticas prácticas de silenciamiento, violencias y
atropellos a la dignidad humana.

En el contexto que concierne a esta exploración, se encuentran escenarios dispuestos para la
deliberación pública que reconocen de antemano el aspecto de solidaridad con el otro aportado por
la noción de ciudadanía, por cuanto que se apela al ser ciudadanos que, como parte de un Estado,
están en su completo derecho y condiciones para establecer nuevos consensos morales. Así, para
alcanzar un estado justo de inclusión de los mínimos éticos de las personas afectadas por el
conflicto, se precisa que ellas, así como los ofensores y la sociedad que observa, participen activa
y consistentemente en los lugares y momentos dispuestos para las deliberaciones políticas sobre
exigencias y requerimientos necesarios para la reparación, pues ello no solo abre las posibilidades
de transformación material, sino que aporta sentido a la responsabilidad de transitar desde la
victimización, aislamiento y silencio, hacia la conciencia de existir como ciudadanos
transformadores de los tejidos y realidades sociales.

Fortalecimiento del derecho democrático

En un escenario sostenido de conflicto armado los civiles sufren las mayores afectaciones,
incluidas en lo personal la vulneración del derecho a la vida y a la integridad, y en lo político el
menoscabo mismo del estatus de ciudadanía, con eventos de esa magnitud, también se alteran las
comunidades y el núcleo de las constituciones democráticas modernas, el Estado se altera en su
garantía constitucional de proteger a los ciudadanos e incluso se puede ver alterado su
funcionamiento general.

Dentro de los fines últimos de la JT que propone De Greiff en el Informe como relator especial
de la ONU («A-HRC-21-46_sp.pdf», s. f., p.), sitúa el fortalecimiento de la norma de derecho
democrático, en plena sintonía con los postulados de Habermas, que plantean que hay una relación
interna entre los derechos liberales clásicos y los derechos democráticos, según Habermas, citado
por De Greiff, gozar como derechos, de las garantías representadas por las libertades clásicas,
depende de la posibilidad de participar políticamente en su definición, defensa y protección; y
gozar como derecho de la participación política, depende de las garantías individuales que permiten
la articulación de puntos de vista que informen y le den sentido a la participación política en el
avance estatal que se construya en el post-acuerdo.

Posterior a un escenario sostenido de conflicto armado, se requiere el fortalecimiento del
derecho democrático que ofrezca las garantías individuales vulneradas, esa inclusión individual de
cada afectado se traslada a la sociedad en general que fue vulnerada en su conjunto, después de los

acuerdos, es el colectivo social quien debe llegar a consensos sobre la validez de lo acordado y del
compromiso para participar en construcción duradera de la paz.

Conclusiones
La propuesta filosófica de los mínimos éticos debería ser asumida de forma permanente en la
implementación sucesiva de modelos de justicia transicional, para que sea progresiva y duradera
la mejora sustancial en el tratamiento preferencial que tienen los derechos ciudadanos de las
víctimas cuando se resuelven políticamente los conflictos armados y para que la JT refuerce su
reciente tradición de poner a las víctimas en el centro de los acuerdos.

Los mínimos éticos permiten hacer un tránsito fluido entre el reconocimiento del otro como
alguien ajeno que fue afectado y la comprensión genuina de sus derechos vulnerados que lo
terminan afirmando como parte de una misma sociedad afectada, que comparte los mismos
intereses, sentimientos y discursos. En este punto de entendimiento y reconocimiento mutuo se
puede afirmar que se alcanza la intersubjetividad, pues -como explica Habermas- las exigencias se
hacen recíprocamente.

La propuesta específica de estos cinco mínimos éticos está basada en una coherencia teórica que
incluye los postulados de Habermas, la práctica transicional de la justicia y el discurso de los
derechos humanos; adicionalmente, aunque cada uno de los cinco mínimos éticos tiene un cuerpo
propio, se articulan y complementan, en este estudio requieren ser separados para cumplir un fin
meramente analítico en la labor de responder a la pregunta de investigación.

En adelante los postulados filosóficos por la inclusión de los fundamentos éticos a favor de los
derechos de las víctimas son una empresa que debe realizarse de forma permanente para que en el
mediano plazo logre compartir la misma tradición en las negociaciones enmarcadas en la JT que la
que tiene la perspectiva legal, está inclusión efectiva de los derechos de las víctimas también servirá
para legitimar el espíritu de superar la guerra para establecer de la paz y/o la democracia.

Es plausible conectar el respeto en la modernidad por todos y por la valoración afirmativa de
los derechos de los ciudadanos que propone Habermas, con la preocupación de esta investigación
por la defensa de los intereses políticos de las víctimas en la justicia transicional, un punto de
encuentro o vehículo emancipatorio es la pretensión de incluir en la deliberación abierta y pública
los mínimos éticos de las personas afectadas por los conflictos armados.

La mirada más amplia u holística de la justicia que comporta la justicia transicional permite una
comprensión mejor de la misma justicia, debido a que se analizan las abundantes injusticias
existentes que han sufrido las víctimas de los conflictos armados, se revisan las tendencias en la
sociedad contemporánea con respecto a los civiles afectados y su correlación con la
institucionalidad.

La implementación de una justicia transicional que convoque a las partes involucradas en el
conflicto armado implica el encuentro de múltiples subjetividades individuales para la ulterior
puesta en la escena pública de intereses colectivos, nociones de lo justo, lo bueno y lo que el orden
social debería satisfacer en sus habitantes. Independientemente que los negociadores principales
sean los que estaban en confrontación, los consensos encontrados deben satisfacer en primer orden
a los intereses de los civiles afectados.

La discusión permanente de los mínimos éticos debe incluir a las mismas víctimas, porque ellas
han experimentado en lo cotidiano la sensación de ser tratadas injustamente y se han vuelto
conocedoras del tema de las injusticias, por esta razón pueden expresar mejor sus subjetividades al
resto de los actores que participan en las negociaciones políticas para superar la guerra, y con ello,
promover consensos sobre la legitimidad de la reparación integral de los derechos vulnerados.

En el contexto de los conflictos armados debe crearse la necesidad de reconocer en el escenario
global e intraestatal a las víctimas, a circular de manera efectiva el discurso de los Derechos
Humanos, por ejemplo, el consagrado principio de soberanía de los Estados no justifica la comisión
de delitos de guerra o de lesa humanidad contra los civiles, circular un discurso que funde la
realidad de los derechos humanos busca comprender y precisar la naturaleza originaria de la
soberanía popular de los afectados.

El concepto de los mínimos éticos que se quiere consolidar en esta investigación tiene la
pretensión de ser considerado como una respuesta universal para las víctimas en cualquier conflicto
armado, debido a que no tendría que cambiarse de acuerdo con la región en donde sucedieron las
afectaciones o según el actor armado que cometió las afectaciones o depender de las sanciones que
se negocien por cesar una confrontación armada; esta pretensión de universalidad es posible desde
Habermas, debido a que ninguna de estas variables (región, victimario, negociadores) aplica
cuando se trata de los derechos humanos de las víctimas, dado que ellas sufren las mismas
afectaciones en cualquier contexto y deben ser reparadas por igual en su condición de ciudadanos
perjudicados.

El sentido de usar los mínimos éticos desde la filosofía es el de proponer categorías universales
–acordes a la comprensión global que tienen los derechos humanos y la justicia transicional- para
poder reconocer si los acuerdos políticos y judiciales a los que llegan los actores de un conflicto
armado pueden considerarse o no como éticamente aceptables respecto a la perspectiva de las
víctimas, y con ello, incorporar al interior elementos de legitimidad en la sociedad civil por los
acuerdos negociados para superar la guerra.

En la teoría de Habermas se pueden encontrar elementos de análisis para dilucidar estos
mínimos; comprender la relación directa que existe entre tratar a las víctimas como ciudadanos y
la mejor elaboración de sus afectaciones; que la garantía de no repetición de los hechos violentos
debe pasar indefectiblemente por la reconstrucción de la memoria histórica que tenga como eje
vertebral la verdad de las víctimas; que existe un deber moral de la sociedad por reconstruir la
memoria y generar convivencia con las víctimas para fundamentar procesos de reconciliación y
construcción de paz con los grupos armados que negociaron el cese de la guerra; que por medio de
la democracia deliberativa se puede incorporar de manera adecuada a la participación de las
víctimas; y que se proteja el respeto inalienable por la persona humana afectada (víctima y sociedad
en general).

Con modelos holísticos se puede alcanzar un ideal de justicia mínima que garantice los derechos
de las víctimas en vez de mantenerse en los objetivos tradicionales de conquistar una justicia
perfecta por medio del sometimiento armado de los enemigos y la afectación directa a la población
civil, la JT logra consensos intermedios y sirve para seleccionar aquellas opciones desde las que es
posible realizar un proceso de transición y aproximación al ideal de la restauración y no repetición

de los daños causados por la guerra: la filosofía política puede hacer portes en esta empresa
intelectual cuestionando a los partes negociantes por los referentes éticos de la justicia.
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